EL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN 

EN LA PREVISION SOCIAL COMPLEMENTARIA 

El problema de la discriminación en la previsión privada y en su instrumentación es un problema más complejo de lo que el propio concepto, en un principio, da a  entender. Así, si se analiza con más detenimiento se pueden distinguir diferentes variantes de discriminación que se materializan en los instrumentos de previsión de muy diferente manera.

(a) Visión clásica del principio de no discriminación: dado que, por definición, el nivel de cobertura complementario o libre es el nivel de la desigualdad, el nivel al que unos acceden y otros no, se puede constatar que la gran mayoría de empresas y trabajadores quedan fuera de los sistemas de protección privados.

(b) En segundo lugar, se puede hablar de lo que algunos autores
 han venido a significar como una ‘discriminación connatural o intrínseca’ a estos sistemas de pensiones privadas, en cuanto que de hecho sólo podrán formar parte de ellos los colectivos que perciban rentas relativamente altas o medio-altas. A este hecho se añade además otro aspecto discriminatorio que Carl James subraya señalando que “es altamente injusto que un trabajador no incluido en los fondos de pensiones pague unos impuestos extras para proporcionar una pensión a alguien que, lo más probable, es que sea considerablemente más rico que el. Así es pues, como el sistema impositivo opera en beneficio de los fondos de pensiones”. Es decir, los beneficios fiscales no benefician igualmente a cada miembro del sistema de pensiones ya que los trabajadores con ingresos más altos presentan mayores tasas de contribución y por tanto atraen mayores ayudas fiscales, por lo que se ha llegado incluso a decir que estas ayudas o bonificaciones fiscales equivalen a una transferencia pública en función de determinados colectivos. La experiencia comparada al respecto arroja datos que demuestran que éstas son aprovechadas por las personas situadas en los grupos superiores de la escala de rentas (mejor remunerados y con empleo estable).

(c) La discriminación de las Pequeñas y Medianas Empresas. Las pequeñas y medianas empresas tienen graves dificultades económicas, organizativas, técnicas y de gestión para la constitución de un sistema de pensiones ya que, a pesar, de las medidas legislativas que se han tomado para su solución con la entrada en vigor de la Ley 30/1995 de Ordenación del Seguro Privado, siguen siendo las menos las que deciden implantar un sistema de retiro para sus empleados. Es lo que se ha venido a denominar como la discriminación de las pequeñas empresas frente a las grandes corporaciones, determinado porque las posibilidades reales de implantación de un sistema de previsión social complementario será muy desigual entre el colectivo de empresas, dependiendo del tamaño de cada una de ellas.

(d) La discriminación de los trabajadores temporales. Por otra parte, con los grupos de trabajadores con escasa permanencia en la empresa
, como es el caso de los empleados temporales, se produce una evidente discriminación sin más justificación que la naturaleza del contrato que los regula, o en otros casos la falta de antigüedad que les acompaña en su permanencia en la misma
. Además, la generalización de la precarización del empleo y, los cambios que se vienen produciendo en el mercado laboral, resultantes de la globalización e internalización de los mercados y la cada vez más solicitada movilidad laboral tienen su espejo en la contratación laboral, con la consiguiente elevación de la tasa de rotación laboral, que en definitiva, obstaculizan la estipulación de  los compromisos de previsión a largo plazo.

(e) La discriminación femenina. En el terreno de los sistemas privados se encuentra reglamentado a nivel comunitario, a través de la Directiva de 1986
, sobre igualdad de trato entre hombres y mujeres en los regímenes profesionales de Seguridad Social. Además el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha defendido firmemente en el artículo 119 del Tratado de la Comunidad Europea, la obligación de los Estados Miembros de garantizar que hombres y mujeres reciban una retribución
 y un trato igual. En este sentido, los Estados Miembros (a excepción del Reino Unido) modificaron el artículo 119 del Tratado, añadiendo al texto original un tercer párrafo en el que se dice: “Este artículo no debe impedir a ninguno de los Estados miembros mantener o adoptar medidas que concedan ventajas específicas con el fin de facilitar a las mujeres la práctica de una actividad profesional o de impedir o compensar desventajas en sus carreras profesionales"
.

Siguiendo esa línea, los sistemas privados de pensiones deben ofrecer soluciones en cuanto a un principio de no discriminación que impida la tendencia en algunos sistemas empresariales de mayores cotizaciones a igualdad de prestaciones o, al contrario menores prestaciones si las cuotas son iguales para unos y otros
. En efecto, basándose en la distinta esperanza de vida entre hombres y mujeres, fundamenta cálculos actuariales, aún siendo sistemas de capitalización, que ponen de relieve una inevitable distorsión entre prestaciones y cotizaciones aplicadas a uno y otro grupo de sujetos. Es más, todo ello sin contar que las mujeres suelen experimentar frecuentes interrupciones laborales por razones familiares (ej.: maternidad), una mayor inseguridad laboral, sobre todo en época de crisis, y un nivel de desempleo mucho más elevado. Como queda recogido en el  Informe de la Comisión de las Comunidades Europeas del 6 de septiembre de 1991
, "muchas mujeres interrumpen la carrera por razones familiares. Cuando regresan al mercado de trabajo no se incorporan necesariamente a su empleo anterior y a veces sólo consiguen trabajos a tiempo parcial u otras formas de empleo precario. También se encuentran mucho más expuestas que los hombres al riesgo de ver limitados sus derechos a prestaciones complementarias por las razones anteriormente citadas (plazos de consolidación y de carencia, transferencias desfavorables, protección insuficiente de los derechos ‘latentes’)”.
De todo ello
 se pueden deducir una serie de consecuencias que a continuación se detallan. En primer lugar, no se ha reconocido un derecho real de todos los trabajadores a percibir una pensión complementaria, como hubiera sido posible desde la perspectiva constitucional, de manera que no se ha fomentado la generalización (universalización) de los regímenes de protección complementaria. Por otro lado, sólo tendrán viabilidad los sistemas de retiro privados en relación con aquellos sectores productivos que gocen de una buena situación económica, autoexcluyéndose el resto. 

A propósito de esta desigualdad, son múltiples las referencias de los sindicatos mayoritarios,  UGT  y CC.OO
. Por ejemplo, UGT señala “que únicamente tendrán capacidad para acogerse al sistema aquellos colectivos que disfruten de un nivel de rentas relativamente alto. Esta circunstancia, unida a la falta de promoción de instrumentos de formalización de los compromisos más asequibles, originará una desigualdad notable, que se traducirá en una amplia desprotección de los sectores mayoritarios de la población en materia de previsión social complementaria”
. CC.OO, por otro lado, también aborda el tema pero haciendo más hincapié en su efecto disgregador sobre la clase obrera y los sindicatos. “Creemos que la introducción masiva de los sistemas privados de pensiones tendría un efecto disgregador en la lucha reivindicativa de los trabajadores y los sindicatos en defensa de una mejor Seguridad Social pública. ¿Por qué?. Porque introduciría elementos antisolidarios, donde sectores con mayor capacidad de organización, con una mejor situación económica de su rama o sector, conseguirían unas mejores prestaciones complementarias privadas, y en cambio otros sectores de presión, de organización, se encontrarían al cabo de algunos años en unas prestaciones de Seguridad públicas similares o rayanas a un sistema, no de Seguridad Social, sino de beneficiencia”.

A continuación, se analizará si se cumple o no el principio de no discriminación en los distintos instrumentos de previsión.

PLAN DE PENSIONES DEL SISTEMA DE EMPLEO

La Ley 8/1987 y su Reglamento destaca entre sus principios el de no discriminación, el cual constituye la manifestación más evidente de la introducción de elementos ajenos a lo mercantil, introduciéndose aquéllos directamente relacionados con la problemática laboral. Así, destaca entre sus principios básicos (artículo 5.1 a): "debe garantizarse el acceso como participe de un Plan a cualquier persona física que reúna las condiciones de vinculación o capacidad de contratación con el promotor que caracterizan a cada tipo de contrato”. ¿Y cuales son esas condiciones de vinculación necesarias para poder ser partícipe de un plan de pensiones?. En palabras de Jaime Segales Fidalgo
, cuando la Ley habla de cada tipo de contrato se refiere a las modalidades de planes de pensiones existentes, de empleo, asociado e individual. Analizando detenidamente este concepto indeterminado y abstracto, en los Planes del sistema de empleo, la condición de vinculación relativa al participe comportaría el ser empleado del promotor.

Además en el caso de Plan de Pensiones del sistema de empleo la Ley parece contemplar esta modalidad de una manera específica, ya que requiere un período de tiempo mínimo  para acceder voluntariamente. Se entiende que un Plan de Pensiones de Empleo no será discriminatorio cuando “la totalidad del personal empleado con, por lo menos, dos años de antigüedad, esté acogido o en condiciones de acogerse al citado plan”
.

Obsérvese que lo que la LPFP considera como posibles partícipes en un Plan de Pensiones del sistema de empleo a la totalidad de la plantilla con al menos dos años de antigüedad, que no tiene porque coincidir con el ámbito territorial, funcional y personal de la negociación colectiva. Tal sería por ejemplo el caso de altos directivos o empleados que por la especial relación de trabajo que les une con el empresario quedan excluidos del ámbito de la negociación colectiva y que en cambio si deberán tenerse en cuenta estos trabajadores en el sistema del Plan de Pensiones
.

Es interesante señalar que del principio de no discriminación se deduce el siguiente mandato jurídico:

· Impide negar el acceso al Plan de Pensiones de potenciales partícipes.

También se contempla en la legislación los siguientes puntos:

· La opción de adhesión individual de los potenciales partícipes
, diferenciando según se trate de un sistema de prestación definida, de aportación definido o mixto. En este sentido habría que plantearse si sería discriminatorio no que todos los empleados tengan derecho de acogerse al Plan sino que puedan hacerlo, ya que según la legislación vigente no es discriminatorio un Plan que exija aportaciones económicas a los partícipes lo que podría disuadir a muchos de ellos a adherirse 
.

· La posibilidad expresa de que el promotor del plan de pensiones del sistema de empleo pueda realizar aportaciones diferenciadas siempre y cuando se respeten unos límites concretos, que deberán estar aceptados por la plantilla a través de la negociación colectiva, tales como
:
1. Edad del partícipe, que vendría dada por la proximidad a la fecha de jubilación.

2. Salarios según convenio, retribuciones satisfechas en concepto de rendimientos de trabajo o diferencias entre dichas retribuciones y las bases de cotización al sistema público de pensiones. Tal sería el caso de los trabajadores con salarios más altos (directivos).

3. Servicios pasados, entendiendo por tales los prestados con carácter previo a un momento determinado.

4. Complemento requerido sobre prestación del sistema público de pensiones hasta cubrir la totalidad o una fracción de la última remuneración activa o del promedio de las últimas remuneraciones activas para el período que fije el Plan de Pensiones.

5. Aportaciones directas del propio partícipe.

Este último punto, la posibilidad de diferenciación de aportaciones, se presenta como una de las causas fundamentales de la falta de equidad del sistema-plan. Así lo manifestó la doctrina señalando que “esta norma amplía aún más el contenido negativo del principio de no discriminación relativo a los planes de pensiones del sistema de empleo, lo cual no parece muy correcto teniendo en cuenta la formulación categórica que del citado principio hace la Ley 8/1987, al que da carácter básico”,
 ya que, en definitiva “plantea el riesgo de que al escindir en grupos el colectivo asegurado y crear para cada uno de ellos distintos niveles de protección, se rompa el principio de universalidad de cobertura”
. Así también lo manifestó la Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1987
 la cual viene a dar la razón a los que consideraron que el Reglamento de Planes y Fondos se extralimitó viniendo a configurar un trato desigual no establecido en la Ley. Sin embargo, esta problemática ha sido subsanada por el nuevo artículo 4.1 a) de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones que dice textualmente
:

“Dentro de un mismo Plan de Pensiones del sistema de empleo será admisible la existencia de subplanes, incluso si éstos son de diferentes modalidades o articulan en cada uno diferentes aportaciones y prestaciones. La integración del colectivo de trabajadores o empleados en cada subplan y la diversificación de las aportaciones del promotor se deberá realizar conforme a criterios acordados en la negociación colectiva”.

Sin embargo la movilidad interna del trabajador dentro de los distintos subplanes existentes en un mismo Plan global puede ser considerada bastante problemática. La solución que se ha venido dando es la de atender a las especificaciones del Plan, y en su defecto aplicarse las reglas generales relativas a los derechos económicos de los trabajadores en supuestos de movilidad ascendente y descendente del art. 39 del Estatuto de los Trabajadores y, en su caso, las previsiones del convenio colectivo. Aún así, es evidente que en la práctica el traslado de un trabajador de un subplan a otro no presenta ningún tipo de facilidades. 

Por otro lado hay que recordar que las previsiones del artículo 5.4 RPFP admite la existencia de distintas aportaciones y prestaciones en cada subplan. De manera que, en caso de pertenencia a varios subplanes (lo que remite de ordinario a la realización de varias funciones o actividades intercategoriales por un mismo trabajador) se imputarán tan sólo las aportaciones correspondientes a un único plan, evitando toda duplicidad al respecto; y contabilizando, por tanto, las aportaciones del subplan que fueren de mayor cuantía
. Es de presumir que tal medida es en interés del trabajador.

En otro orden de consideraciones y respecto al conjunto de trabajadores de nueva incorporación y el principio legal de no discriminación hay que señalar, que salvo por acuerdo expreso, los trabajadores de nueva incorporación a la empresa, una vez establecido el  Plan de Pensiones de la misma, no tendrán un ‘derecho subjetivo’ a formar parte de él por el mero hecho de ser personal de la empresa afectada. En este sentido el Dictamen del Consejo de Estado al Proyecto de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones se pronunció señalando que ello “introduciría un elemento de aletoriedad que impondría a las partes interesadas en el Plan una limitación extraordinaria a su libertad de contratación”. Sin embargo, este argumento es harto discutible ya que en el caso de los acuerdos o convenios colectivos se afecta a todo el conjunto de los trabajadores, incluidos los de nueva incorporación
. 

Corolario de todo lo anterior es que el principio de no discriminación ha de ser valorado, en conjunto como, positivo, ya que prohibe la existencia de Planes de Pensiones para sólo un determinado colectivo o grupo de trabajadores homogéneo, como sería el caso típico del personal directivo o técnico. Sin embargo no está exento de aspectos negativos tales como que por ley pueda ser excluida una parte del colectivo empleado, el representado por aquellos trabajadores que no alcancen, como hoy es frecuente en la actual generalización del empleo precario o “eventualización” de las relaciones de trabajo, los dos años de antigüedad en la empresa en cuestión. Y esta exclusión se refleja en aspectos como los que se señalan a continuación:

· Segmentación selectiva del colectivo protegido. Monereo Pérez
 destaca que “la segmentación laboral del mercado de trabajo puede suponer también una segmentación selectiva del colectivo protegido por los mecanismos de protección social complementaria. Se prima, pues, la protección de los trabajadores fijos o que gozan de una relativa estabilidad en el empleo”. 

· Penalización del fondo acumulado. El hecho de que se discrimine exigiendo en algunos Planes el requisito de antigüedad de los referidos dos años a los trabajadores temporales y no a los contratados con carácter indefinido, impide a éste colectivo de trabajadores capitalizar progresivamente su complemento de pensión, lo cual va en contra la filosofía del propio sistema legal de Planes de Pensiones donde las aportaciones se insertan en un fondo de pensiones externo, y en definitiva les lleva a no acumular al fondo de pensiones la misma cantidad que consiguen los trabajadores fijos, aún a pesar de haber permanecido en la empresa el mismo número de años, o incluso más 
.

SEGURO COLECTIVO DE VIDA

Los compromisos por pensiones de una empresa formalizados a través del seguro colectivo de vida se materializan en un mismo contrato de seguro, aunque es admisible la instrumentación de los compromisos por pensiones en varios contratos de seguros en función diferentes variables como son, los términos de cada compromiso, el comportamiento de los colectivos afectados u cualquier otros factores objetivos, siendo excepcionalmente admisible instrumentar los compromisos por pensiones de un único trabajador mediante la correspondiente póliza de seguro sobre la vida. Este último caso puede resultar muy  interesante si la empresa desea materializar compromisos por pensiones de algún ejecutivo o trabajador concreto de la sociedad
. Funciona, por tanto en el seguro como instrumento de previsión, la posibilidad de discriminar en función de la posición del individuo en la empresa
 y dado que se trata de un contrato de adhesión pueden no abarcar todos los supuestos posibles ideados por la negociación colectiva.

Luego este instrumento,

· no debe cumplir el requisito de no discriminación por lo que pueden otorgar la jubilación suplementaria únicamente a un grupo de empleados concreto, y no necesariamente a toda la plantilla;

· y además, permite discriminar en distintas cuantías y/o prestaciones. 
MUTUALIDAD DE PREVISIÓN SOCIAL 

Las Mutualidades de Previsión Social presentan una tipología del principio de no discriminación muy similar al Contrato de Seguro de Vida Colectivo concertado con Entidades Aseguradoras, el cual permite discriminar, tanto en el colectivo de trabajadores como en las aportaciones, aunque en este caso se da la necesidad de que dicha discriminación debe establecerse y regularse en los estatutos de la mutualidad. En ese caso, el promotor podrá establecer compromisos por pensiones para una parte del personal empleado y no necesariamente para toda la plantilla. Sin embargo, si no se explicitara en los estatutos y reglamentos internos tal discriminación, no cabe impedir el acceso a los trabajadores a las mutualidades, sin perjuicio de las diferencias dimanentes del régimen aplicable en cuanto a aportaciones y prestaciones
.

ENTIDAD DE PREVISIÓN VOLUNTARIA DEL PAIS VASCO

El socio promotor de éstas puede no integrar en la Entidad a todo el personal empleado, pudiendo marginar a aquellos sobre los que a su juicio, no concurran las condiciones que estime oportunas. Luego el marco jurídico regulador de las E.P.S.V. no contempla el principio de no discriminación. De hecho, tampoco se ponen inconvenientes a que las aportaciones que se hagan por parte de los socios protectores tengan que ser idénticas
. 

FONDO INTERNO

Los fondos internos, en el caso de las Entidades de Crédito, Aseguradoras y Sociedades y Agencias de Valores, como cualquiera de los instrumentos anteriores a la Ley 8/87 no reconocen el principio de no discriminación, quedando a potestad del empleador la facultad de asignar las potenciales aportaciones a diferentes colectivos de empleados. Sin embargo, es de obligación reconocer que los principales compromisos recogidos en Bancos, Cajas de Ahorro y cualquier otro tipo de entidades financieras lo fueron mediante negociación colectiva, con lo que recogían a todo el conjunto de empleados integrados en las mismas antes de la fecha del acuerdo, minimizando el hecho discriminatorio a niveles ínfimos. Pero por este mismo motivo, también toma forma el elemento discriminatorio más importante que se presenta en este tipo de entidades. En general, todos los empleados de nueva incorporación, con fecha de entrada en la empresa posterior a la del acuerdo en negociación colectiva han quedado de alguna manera excluidos del fondo, quedando recogidos, en el mejor de los casos, en otro tipo de sistemas, que en definitiva, daban lugar a diferentes, y en todo caso, inferiores prestaciones
. 

� Vid. JAMES, C., Los Fondos de Pensiones: el fracaso de la  previsión privada, ......., op. cit., pág. 15.


� En otras muchas ocasiones, el derecho sólo es reconocido para aquellos trabajadores para los que se haya constituido ad hoc un sistema de previsión facultativo.


� González Ortega al respecto de la sentencia de la AN 102/1991, entiende que sea necesario la exigencia de un tiempo mínimo de vinculación a la empresa o antigüedad para la integración en un Plan de Pensiones, siempre que lo sea para todos los trabajadores, temporales y fijos. GONZÁLEZ ORTEGA S., “Planes y Fondos de pensiones: algunos aspectos de su régimen jurídico. Comentario a la Sentencia de la AN 102/1991 de 3 de julio”, Relaciones Laborales, tomo I, 1992, págs. 494 y 496.


� Directiva 86/378/CEE, doce n.º L. 225 de 12 de agosto 1986. 


� El concepto ‘retribución’ queda definido en el párrafo segundo del artículo 119 como “el salario o sueldo normal de base o mínimo y cualesquiera otras gratificaciones satisfechas, directa o indirectamente, en dinero o en especie, por el empresario al trabajador en razón de la relación de trabajo”.


� Vid. epígrafe 'Igualdad de trato de hombres y mujeres'. En el Informe de Red de Expertos de la Comisión Europea sobre Pensiones Complementarias (coord.: Giovanni Tamburi), Las Pensiones Complementarias en la Unión Europea. Desarrollo, Tendencias y Cuestiones Pendientes), ......., op. cit., págs. 150-154.


� GARCIA BECEDAS, G., "La Seguridad Social Complementaria en España", ......., op. cit.,  pág. 44.  


� Vid. “Comisión de las Comunidades Europeas”. Comunicación de la Comisión al Consejo. Sistemas Complementarios de Seguridad Social: El papel de los sistemas de jubilación profesionales en la protección social, de los trabajadores y sus implicaciones para la libre circulación, ......, op. cit., pág. 16.





� A pesar de no ser contemplado, también existen otros tipos de discriminación como las posibles desigualdades por razón de nacionalidad.


� Vid. GONZALEZ-SANCHO LÓPEZ, E., “El sindicalismo ante las Mutualidades de Previsión Social y los Fondos de Pensiones”, Revista de Seguridad Social, n.º 24, oct-dic. 1984, págs. 150 y 151.


� En palabras de Zambrana, al tiempo de aprobarse la Ley 8/1987,  “nuestra postura no puede ser otra que considerar aceptable su reducido tamaño y, sobre todo, procurar que la Ley de Fondos de Pensiones no sirva como acicate para que se inicie, desde la plataforma que la misma permite, una ofensiva tendente a reducir el nivel obligatorio y público de la Seguridad Social”. ZAMBRANA, Documento-Informe sobre Fondos de Pensiones, remitido a todos los órganos de UGT, 20 de mayo de 1987, Revista de Seguridad Social, nº 33, enero-marzo 1987, pág. 175.


� SEGALES FIDALGO, J., “El contenido del Principio No Discriminación en la Regulación sobre Planes y Fondos de Pensiones”, Revista de Trabajo y Seguridad Social, n.º 13, enero-marzo 1994,  págs. 88-89.


� Artículo 5.1. a) de la Ley 8/1987 de Planes y Fondos de Pensiones.


� ROMERO BURILLO, A.Mª., “La negociación colectiva como fuente creadora de la protección social privado o libre”, ......, op. cit., pág. 293.


� En definitiva, el sistema de empleo, obliga al empleador pero deja la puerta abierta al participe a no incorporarse al plan.


� Vid. MORENO ROYES, F., SANTIDRIÁN ALEGRE, J., y FERRANDO PIÑOL, A., Los Planes y Fondos de Pensiones. Comentarios al reglamento,......, op. cit., pág. 24. 


� ALEMANY ZARAGOZA, E. y  MARTÍN LÓPEZ, Mª P., ”Los Planes de Pensiones del Sistema de Empleo como medida de protección social”, ......., op. cit., pág. 344.


� SEGALES FIDALGO, J., “El contenido del Principio No Discriminación en la Regulación sobre Planes y Fondos de Pensiones”, ......., op. cit., pág. 89.


� ALONSO OLEA, M. y TORTUERO PLAZA, J.L., Instituciones de Seguridad Social,....., op.cit., pág. 454.


� STC 209/1987 establece textualmente, “La Ley ante la cual el artículo 14 de nuestra Constitución impone la igualdad es, desde luego, en principio, la ley en sentido material, la norma jurídica en abstracto, con independencia de su rango, de manera que a todos deben ser aplicadas por igual las normas legales y reglamentarias y ni éstas ni aquéllas pueden introducir entre los ciudadanos o entre las situaciones en la que éstos se encuentran diferencias que no estén justificadas por razones objetivas y legítimas, ni atribuir a las diferencias establecidas consecuencias que no resulten proporcionadas con el fin que se persigue. Desde esta última perspectiva, es decir, desde el punto de vista de la llamada igualdad en la Ley, no se encuentran, sin embargo, en el mismo plano la norma legal y la reglamentaria, pues como ya hemos visto, no es la misma la relación que existe entre la Constitución y la Ley que la que media entre ésta y el reglamento. El legislador no ejecuta la Constitución sino que crea derecho con libertad dentro del marco que ésta le ofrece, en tanto que el ejercicio de la potestad reglamentaria se opera “de acuerdo con la Constitución y las leyes” (artículo 97 C.E.) y el Gobierno no puede crear derechos ni imponer obligaciones que no tengan su origen en la ley de modo inmediato o, al menos, de manera mediata, a través de la habilitación. Del mismo modo no puede el Reglamento excluir del goce de un derecho a aquellos quienes la ley no excluyó“.


� Inciso introducido por la Disposición Adicional 11ª de la Ley 30/1995.


� REGUERO CELADA, J., “Aspectos jurídico-laborales de los Planes y Fondos de Pensiones, Relaciones Laborales, n.º 4, 1995, pág. 36, citado por la profesora CASTRO ARGÜELLES, A., “Modificaciones introducidas en la Ley 8/87, de 8 de junio, de regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, por la Ley 30/95, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados”, Los planes de pensiones en el sistema de protección social: el modelo de pensiones complementarias (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social celebrado del 24-25 mayo de 1996 ), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 1997, pág. 384. En este mismo sentido, vid. también  MONEREO PÉREZ, J.L., Planes de Pensiones del sistema de empleo, ......., op. cit., págs. 49-50.


� Además, la vulneración del principio de no discriminación tendría contenido constitucional y podría dar lugar a la viabilidad de un recurso de amparo ya que dentro de la negociación colectiva adquiere gran importancia el respeto del principio de igualdad y la interdicción de la discriminación según se desprende del artículo 14 de la C.E. y del 17 del Estatuto de los Trabajadores. Vid. ALONSO SAURA, J. L., “Las mejoras voluntarias y prestaciones complementarias de la Seguridad Social en los Convenios Colectivos”, ......., op. cit., pág. 90.


� Vid. MONEREO PÉREZ, J. L., Público y Privado en el Sistema de Pensiones, ......., op. cit., págs. 182-189.


� Tal es el caso del Plan de Pensiones del Banco de España donde se exige este período mínimo sólo a los trabajadores temporales. La STS de 26 de enero de 1993 concluyó que la vinculación de los empleados al Banco mediante un contrato de trabajo por tiempo indefinido para la exención del requisito del período de espera de dos años no supone discriminación para los trabajadores temporales, que en su caso podrán acceder al plan desde el mismo momento en que se conviertan en fijos, y en igualdad de condiciones que éstos desde ese mismo día. 


� Vid. artículos 25 y 26 del Capítulo III del Reglamento de Exteriorización de Pensiones.


�  Vid. GALÁN GALLARDO, R., “Planes de Previsión Social Empresarial”, Actuarios, n.º15, 1997, págs. 34-37.


�Vid. articulo 2.e) y 2.c) del Reglamento de Entidades de Previsión Social (Real Decreto 2.615/1985, de 4 de diciembre) y art. 64.3 e) de la Ley 30/1995.


� SEGALES FIDALGO, J., (UPV/EHU), “La articulación de los mecanismos de previsión social”,..., op. cit., págs. 362-363.


� Este es el caso del convenio que regula las cajas de ahorro, que distinguía, por un lado entre sistemas de prestación definida (para los empleados ingresados antes de 1986) y los de aportación definida (para aquellos cuya fecha de incorporación fuera posterior).





